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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
ANTICIPO – Naturaleza jurídica – Titularidad de los recursos

El anticipo es la suma que la entidad estatal entrega al contratista para apalancarlo financieramente y solventar los costos iniciales de la ejecución del contrato. Se imputa al precio, pues su monto se descuenta del valor a pagar a medida que se amortiza conforme al avance de la ejecución, pero no constituye pago mientras esa amortización no se produce: no retribuye prestación ejecutada alguna. De ahí la consecuencia que define la figura: el monto entregado a título de anticipo no ingresa al patrimonio del contratista sino cuando ha sido debidamente amortizado y, mientras tanto, permanece afectado a la ejecución del contrato y sujeto a las cargas de destinación, legalización y amortización que de esa afectación se derivan.

PAGO – Contraprestación – Traslación de la titularidad

El pago es la prestación de lo que se debe y, en el contrato estatal, retribuye prestaciones efectivamente ejecutadas y recibidas. Extingue, total o parcialmente, la obligación de remuneración a cargo de la entidad y traslada al contratista la titularidad del dinero, que queda sujeto a su libre disposición, sin afectación a una destinación específica ni cargas de amortización o legalización. La denominación con que se documente —honorarios, actas parciales de ejecución o acta de recibo final o a satisfacción— no altera esa naturaleza. La traslación de la titularidad se produce sin perjuicio de las restituciones que puedan ordenarse por declaratoria de nulidad del contrato, por pago de lo no debido o como resultado de la liquidación.

PAGO ANTICIPADO – Definición – Confirmación normativa de la distinción

El pago anticipado hace parte del precio y su entrega comporta la extinción parcial de la obligación de remuneración, adelantada a la ejecución o como primer contado; sale de la esfera de la entidad y entra al patrimonio del contratista. Su existencia confirma que el criterio de distinción no es el momento de la entrega —anticipo y pago anticipado son ambos anteriores a la ejecución— sino el título en cuya virtud se entrega. El artículo 2.2.1.2.3.1.7 del Decreto 1082 de 2015 recoge esa distinción al prever amparos separados y excluyentes: el de buen manejo y correcta inversión del anticipo –numeral 1– y el de devolución del pago anticipado –numeral 2–.

PRECIOS UNITARIOS – Determinación del valor – Cantidades ejecutadas

En los contratos cuyo precio se estructura por el sistema de precios unitarios, el valor definitivo corresponde al resultado de multiplicar las cantidades realmente ejecutadas por los precios unitarios pactados; el valor inicialmente expresado tiene carácter estimativo, referencial y operativo. De ello se sigue que el hecho que causa el derecho al pago es la ejecución de la cantidad de obra o actividad en las condiciones convenidas, y no la erogación en que el contratista haya incurrido para ejecutarla. Cuando, además, los precios unitarios se pactan como fijos, el contratista asume el álea ordinaria de la variación de sus costos y, correlativamente, hace suya la diferencia cuando el costo real resulta inferior al previsto.

PRECIOS UNITARIOS – Acreditación del pago – Análisis de precios unitarios

El análisis de precios unitarios –APU– es un instrumento de estructuración y evaluación del precio, mediante el cual se discriminan los costos directos, que se separan de los costos indirectos usualmente abreviados en el acrónimo AIU. No es un mecanismo de reembolso de gastos ni de legalización de erogaciones. En consecuencia, lo que el contratista debe acreditar para que proceda el pago es la ejecución de las cantidades y la satisfacción de las condiciones contractuales, junto con los soportes que la ley o el contrato exijan. Que el legislador haya condicionado expresamente cada pago a la acreditación de los aportes al Sistema de Seguridad Social Integral confirma que las condiciones de pago no exigidas por la ley solo son oponibles al contratista si fueron pactadas.

ANÁLISIS DE COSTOS – Supuestos de pertinencia – Ítems no previstos – Equilibrio económico

La improcedencia de exigir el detalle de los gastos como condición del pago ordinario no excluye los supuestos en que el análisis de costos sí resulta pertinente. Lo es cuando deben convenirse precios unitarios para ítems o actividades no previstos en el contrato inicial, pues allí la fijación del nuevo precio supone precisamente su análisis. Y lo es cuando se invoca la ruptura de la ecuación contractual, caso en el cual corresponde a quien alega el desequilibrio acreditar la mayor onerosidad sobrevenida, para lo cual la información de costos es el soporte natural.

SUPERVISIÓN E INTERVENTORÍA – Facultades – Límite funcional

Los supervisores e interventores están facultados para solicitar informes, aclaraciones y explicaciones sobre el desarrollo de la ejecución contractual. Se trata, sin embargo, de una facultad instrumental al control del cumplimiento obligacional: su intervención se limita a constatar que las obligaciones se cumplan en la forma, tiempo y condiciones convenidas. Por tanto, no habilita a auditar la estructura de costos ni la utilidad del contratista, ni a condicionar el pago de una prestación ejecutada y recibida a soportes que el contrato no previó.





Bogotá D.C., 10 de septiembre de 2026 
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Estimado señor Mantilla:


La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente –, en ejercicio de las competencias otorgadas por el numeral 5 del artículo 3 y el numeral 8 del artículo 11 del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido en la Resolución 469 de 2025 y 1822 de 2019 expedidas por esta Entidad, responde su solicitud del 30 de julio de 2026, en la que formula tres interrogantes que se transcriben:

“1. Si en un contrato estatal no se le entrega un anticipo al contratista, ¿es procedente considerar los dineros entregados a este contratista por concepto de pagos de honorarios, actas parciales de ejecución, actas de recibo final o a satisfacción como recursos públicos?
2. ¿Cuál es la diferencia entre un dinero entregado como anticipo en un contrato estatal y un dinero entregado como pago por el cumplimiento de las obligaciones contractuales?
3. En un contrato cuyo valor está pactado por el sistema de precios unitarios fijos, ¿es procedente solicitar gastos detallados por actividades cuando no hay recursos de anticipos entregados al contratista?”

De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias, ni a brindar asesorías sobre casos puntuales, ni a determinar grados de responsabilidad por las actuaciones de los diferentes participes del sistema de compra pública.
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas mencionadas en su petición, pero haciendo unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con los problemas jurídicos de su consulta.


1. Problemas planteados:


De acuerdo con el contenido de su solicitud, y sintetizando los interrogantes primero y segundo, que abordan la misma cuestión desde perspectivas complementarias, la Agencia procede a resolver los siguientes problemas jurídicos: i) ¿Qué distingue el anticipo del pago en el contrato estatal y qué efectos produce esa distinción sobre la titularidad de los recursos que la entidad entrega al contratista y sobre las cargas de destinación, amortización y legalización que pueden imponérsele? ii) En un contrato cuyo precio se estructura por el sistema de precios unitarios fijos, ¿qué debe acreditar el contratista para que proceda el pago y puede la entidad exigirle la discriminación de los gastos en que incurrió por cada actividad cuando no se pactó anticipo?


2. Respuestas:


	i) Lo que distingue al anticipo del pago no es el momento de la entrega, sino el título en cuya virtud se entrega. El anticipo es la suma que la entidad entrega para apalancar financieramente al contratista y solventar los costos iniciales de la ejecución: se imputa al precio, pero no retribuye prestación ejecutada alguna y debe amortizarse conforme al avance del contrato. El pago es la prestación de lo que se debe: retribuye prestaciones efectivamente ejecutadas y recibidas y extingue, total o parcialmente, la obligación de remuneración a cargo de la entidad[footnoteRef:1]. [1:  Ley 80 de 1993, artículo 40, parágrafo, inciso primero; Código Civil, artículos 1626 y 1627. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-812 del 5 de junio de 2026 y C-1634 de 2025.] 

De ese título depende la titularidad de los recursos. El monto entregado como anticipo no ingresa al patrimonio del contratista sino en la medida en que ha sido debidamente amortizado; hasta entonces permanece afectado a la ejecución del contrato, razón por la cual el ordenamiento impone las cargas de destinación específica, legalización y amortización, exige el amparo de buen manejo y correcta inversión y, en los supuestos del artículo 91 de la Ley 1474 de 2011, el manejo en fiducia o patrimonio autónomo irrevocable. El pago, en cambio, traslada al contratista la titularidad del dinero, que queda sujeto a su libre disposición y no soporta ninguna de esas cargas[footnoteRef:2]. [2:  CONSEJO DE ESTADO. Definición reiterada por esta Subdirección: el anticipo es “un recurso o suma correspondiente a un porcentaje del valor total del contrato […] de suerte que el monto entregado como anticipo no ingresa al patrimonio del contratista sino cuando ha sido debidamente amortizado”, citada en AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-812 del 5 de junio de 2026, C-1229 del 7 de octubre de 2025 y C-766 de 2025. Ley 1474 de 2011, artículo 91; Decreto 1082 de 2015, artículo 2.2.1.2.3.1.7, numeral 1.] 

El artículo 2.2.1.2.3.1.7 del Decreto 1082 de 2015 prevé para una y otra figura amparos separados y excluyentes: el de buen manejo y correcta inversión del anticipo, que cubre la no inversión, el uso indebido y la apropiación indebida de los recursos, y el de devolución del pago anticipado, que cubre la no devolución del dinero entregado. Si ambas figuras produjeran el mismo efecto sobre la titularidad, esa doble previsión carecería de efecto útil[footnoteRef:3]. [3:  Decreto 1082 de 2015, artículos 2.2.1.2.3.1.7, numerales 1 y 2; 2.2.1.2.3.1.10; 2.2.1.2.3.1.11 y 2.2.1.2.3.2.1. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-1634 de 2025.] 

En consecuencia, cuando no se pacta anticipo, los dineros que la entidad entrega por honorarios o con ocasión de actas parciales de ejecución o de recibo final o a satisfacción tienen naturaleza de pago y, como tales, ingresan al patrimonio del contratista, que no queda obligado a justificar ante la entidad el empleo que les dé ni a legalizarlos o amortizarlos, salvo estipulación contractual en contrario. Conviene precisar que el acta de recibo final o a satisfacción no es, en rigor, un título de entrega distinto: es el documento en el que consta la verificación del cumplimiento y que habilita el pago[footnoteRef:4]. [4:  Ley 80 de 1993, artículo 5, numeral 1, conforme al cual el contratista tiene derecho a recibir oportunamente la remuneración pactada; artículo 28, sobre el equilibrio entre prestaciones y derechos propio de los contratos conmutativos. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-1634 de 2025.] 

Esa traslación de la titularidad no es irreversible ni sustrae la operación al control. El pago puede quedar sujeto a restitución si se declara la nulidad del contrato, en los términos y con los límites del artículo 48 de la Ley 80 de 1993, si se configura un pago de lo no debido, o como resultado del ajuste de cuentas propio de la liquidación. Y el egreso con el que se atiende el pago sigue siendo un acto de ejecución presupuestal sometido a los controles que el ordenamiento establece. Satisfecha la prestación y pagada, el contratista no soporta las cargas de destinación que el ordenamiento reserva al anticipo. 

ii) En los contratos pactados por precios unitarios, el hecho que causa el derecho al pago es la ejecución de la cantidad, no la erogación. El valor definitivo corresponde al resultado de multiplicar las cantidades realmente ejecutadas por los precios unitarios pactados, de modo que el valor inicialmente expresado tiene carácter estimativo y referencial. Si además los precios se pactan como fijos, el contratista asume el álea ordinaria de la variación de sus costos y, por la misma razón, hace suya la diferencia cuando el costo real resulta inferior al previsto. Lo que debe acreditar para que proceda el pago es, entonces, la ejecución de las cantidades y su conformidad con lo pactado[footnoteRef:5]. [5:  AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-915 de 2026, que recoge la jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado sobre la determinación del valor en los contratos pactados por precios unitarios.] 

No es procedente exigir la discriminación de los gastos por actividad como condición del pago cuando no se pactó anticipo y el contrato no impuso esa carga. La obligación de justificar la destinación de los dineros es propia del anticipo, precisamente porque allí los recursos permanecen afectados a la ejecución. El análisis de precios unitarios —APU— es un instrumento de estructuración y evaluación del precio, no un mecanismo de reembolso de costos. A ello se añade un argumento adicional: cuando el legislador quiso condicionar el pago a una acreditación determinada lo dijo expresamente, como ocurre con los aportes al Sistema de Seguridad Social Integral, que “deberá acreditarse para la realización de cada pago derivado del contrato estatal”[footnoteRef:6]. [6:  Ley 80 de 1993, artículo 41, parágrafo 1, modificado por el artículo 23 de la Ley 1150 de 2007; Ley 789 de 2002, artículo 50. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-1025 de 2026, sobre la función del APU y del AIU en la estructuración del precio.] 

Lo anterior no priva a la entidad de sus facultades de vigilancia ni excluye los supuestos en que el análisis de costos sí es pertinente. Los supervisores e interventores están facultados para solicitar informes, aclaraciones y explicaciones sobre la ejecución, facultad instrumental al control del cumplimiento obligacional que no habilita a auditar la estructura de costos o la utilidad del contratista. 
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3. Razones de las respuestas:


Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones:


i) En materia de contratación pública la figura del anticipo está prevista en dos preceptos. El primero es el inciso primero del parágrafo del artículo 40 de la Ley 80 de 1993, conforme al cual “En los contratos que celebren las entidades estatales se podrá pactar el pago anticipado y la entrega de anticipos, pero su monto no podrá exceder del cincuenta por ciento (50%) del valor del respectivo contrato”. El segundo es el artículo 91 de la Ley 1474 de 2011, según el cual en los contratos de obra, concesión, salud, o los que se realicen por licitación pública, el contratista debe constituir una fiducia o un patrimonio autónomo irrevocable para el manejo de los recursos que reciba a título de anticipo, con el fin de garantizar que se apliquen exclusivamente a la ejecución del contrato, salvo que este sea de menor o mínima cuantía[footnoteRef:7]. [7:  Ley 80 de 1993, artículo 40, parágrafo, inciso primero; Ley 1474 de 2011, artículo 91. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-812 del 5 de junio de 2026.] 


De esas dos disposiciones se extraen ya dos datos decisivos. El primero es que la ley menciona dos figuras diferenciadas —el pago anticipado y la entrega de anticipos— sometidas a un límite cuantitativo común, lo que supone que se trata de instituciones distintas y no de denominaciones intercambiables. El segundo es que el legislador estimó necesario establecer, solo respecto del anticipo, un régimen reforzado de manejo dirigido a asegurar que los recursos se apliquen exclusivamente a la ejecución del contrato. Ese régimen carecería de sentido si los dineros hubieran ingresado ya al patrimonio del contratista y quedado sujetos a su libre disposición.

La jurisprudencia del Consejo de Estado ha precisado la naturaleza de la figura en términos que esta Subdirección ha reiterado. El anticipo es:

“[…] un recurso o suma correspondiente a un porcentaje del valor total del contrato, pactado como contraprestación, que la entidad pública le entrega al contratista para que sea invertida específicamente en la ejecución del contrato y sea manejada generalmente en cuenta separada, con imposición de obligaciones relacionadas con legalización y amortización de la inversión, de suerte que el monto entregado como anticipo no ingresa al patrimonio del contratista sino cuando ha sido debidamente amortizado”[footnoteRef:8]. [8:  CONSEJO DE ESTADO, definición citada en AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-812 del 5 de junio de 2026 y C-1229 del 7 de octubre de 2025.] 


Conviene despejar una posible ambigüedad de esa definición. Cuando alude a una suma “pactada como contraprestación” no está diciendo que el anticipo retribuya una prestación ya ejecutada —cosa que por definición no ocurre, pues se entrega antes de la ejecución—, sino que su monto se imputa al precio del contrato: por eso el límite del cincuenta por ciento se calcula sobre “el valor del respectivo contrato” y por eso el anticipo se amortiza descontándolo de los pagos sucesivos. La distinción correcta, por tanto, no es que el anticipo quede fuera del precio, sino que no constituye pago mientras no se amortice.

La finalidad de la figura es de apalancamiento financiero: se entrega para solventar los costos iniciales de la ejecución y debe amortizarse conforme al avance de la obra o del servicio. De ahí la consecuencia que interesa a la consulta: los recursos entregados a título de anticipo permanecen afectados a la ejecución del contrato mientras no se amorticen, razón por la cual corresponde a la entidad adoptar las medidas necesarias y razonables para asegurar su correcta inversión, las cuales deben reflejarse en el contrato celebrado[footnoteRef:9]. [9:  AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-812 del 5 de junio de 2026.] 


Esas medidas son de tres órdenes. Primero, el patrimonio autónomo irrevocable en los supuestos del artículo 91 de la Ley 1474 de 2011, que permite el reintegro de los recursos a la entidad cuando se declara la caducidad, el incumplimiento o la terminación del contrato, o cuando sobreviene su nulidad. Segundo, el plan de inversión del anticipo, herramienta preventiva que la entidad puede incorporar al clausulado para hacer seguimiento del destino de los recursos. Tercero, el amparo de buen manejo y correcta inversión del anticipo, de función correctiva y resarcitoria, que cubre tres eventos: la no inversión del anticipo, su uso indebido y la apropiación indebida de los recursos recibidos a ese título[footnoteRef:10]. [10:  Ley 1474 de 2011, artículo 91; Decreto 1082 de 2015, artículos 2.2.1.2.3.1.7, numeral 1, y 2.2.1.2.3.1.10. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-812 del 5 de junio de 2026 y C-603 del 25 de mayo de 2026.] 


Del segundo de esos mecanismos conviene retener un dato, porque anticipa la respuesta al tercer interrogante: la exigencia del plan de inversión del anticipo no constituye una obligación legal expresa, sino una medida de control que debe estar incorporada al contrato. Cuando no se pactó en el clausulado, la entidad queda limitada frente a la posibilidad de derivar de su incumplimiento consecuencias sancionatorias, porque la carga no forma parte del alcance obligacional del contrato. Si esto vale para el anticipo —donde los recursos sí están afectados—, con mayor razón vale cuando no se pactó anticipo alguno[footnoteRef:11]. [11:  AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-603 del 25 de mayo de 2026 y C-1634 de 2025.] 



ii) El pago es, conforme al Código Civil, la prestación de lo que se debe, y debe hacerse en conformidad al tenor de la obligación. En el contrato estatal constituye el cumplimiento de la obligación correlativa de la entidad en un negocio conmutativo y satisface el derecho del contratista a recibir oportunamente la remuneración pactada. Por definición extingue la obligación en la medida en que se paga y, con ello, el dinero deja de pertenecer a la entidad y pasa al contratista[footnoteRef:12]. [12:  Código Civil, artículos 1626 y 1627; Ley 80 de 1993, artículo 5, numeral 1, y artículo 28, que ordena atender al “equilibrio entre prestaciones y derechos que caracteriza a los contratos conmutativos”.] 


La denominación con que se documente el pago no altera esa naturaleza. Los honorarios, las actas parciales de ejecución y el acta de recibo final o a satisfacción que menciona la consulta no son títulos distintos de entrega: en todos esos casos se retribuye una prestación ejecutada. Debe precisarse, además, que el acta de recibo a satisfacción no es propiamente un título de pago, sino el documento en el que consta la verificación del cumplimiento por parte de la supervisión o la interventoría y que, por ello, habilita el pago[footnoteRef:13]. [13:  Ley 1474 de 2011, artículo 83, sobre la supervisión y la interventoría como seguimiento al cumplimiento del objeto contractual.] 



iii) La existencia de una tercera figura confirma que el criterio de distinción no puede ser el momento de la entrega. El pago anticipado se concibe como la retribución parcial que el contratista recibe: hace parte del precio y su entrega comporta la extinción parcial de la obligación de remuneración a cargo de la entidad, solo que adelantada a la realización del contrato o como primer contado. En palabras de esta Subdirección, se trata de una forma en que la entidad entrega anticipadamente un pago parcial, “es decir, sale de la esfera de la entidad y entra al patrimonio del contratista, sin que tenga una destinación diferente a la que este lo use, en el marco de su libertad y autonomía”[footnoteRef:14]. [14:  AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-1634 de 2025.] 


Anticipo y pago anticipado se entregan ambos antes de la ejecución; sin embargo, producen efectos opuestos sobre la titularidad de los recursos. Lo que los separa no es la oportunidad sino el título: financiación afectada a una destinación, en el primero; retribución del precio, en el segundo.

El derecho positivo recoge esa diferencia de manera inequívoca. El artículo 2.2.1.2.3.1.7 del Decreto 1082 de 2015 enumera los amparos que debe cubrir la garantía de cumplimiento y prevé, como amparos separados, el de “buen manejo y correcta inversión del anticipo” —numeral 1— y el de “devolución del pago anticipado” —numeral 2—. Los amparos, además, “deben ser independientes unos de otros respecto de sus Riesgos y de sus valores asegurados”, son excluyentes y no se pueden acumular[footnoteRef:15]. [15:  Decreto 1082 de 2015, artículos 2.2.1.2.3.1.7, numerales 1 y 2, y 2.2.1.2.3.2.1.] 


El del anticipo cubre la no inversión, el uso indebido y la apropiación indebida de los recursos: presupone que el dinero está afectado a una destinación y que su desviación causa un perjuicio a la entidad. El del pago anticipado cubre la no devolución total o parcial del dinero entregado: presupone que el dinero ya es del contratista y que, si el contrato no se ejecuta, nace para él una obligación restitutoria. La misma lógica explica que la suficiencia de la primera garantía se extienda “hasta la liquidación del contrato o hasta la amortización del anticipo”, mientras que la de la segunda lo haga hasta que la entidad verifique el cumplimiento de las actividades o la entrega de los bienes o servicios asociados al pago anticipado[footnoteRef:16]. [16:  Decreto 1082 de 2015, artículos 2.2.1.2.3.1.10 y 2.2.1.2.3.1.11.] 


Una interpretación que atribuyera a los dineros pagados el mismo régimen de afectación del anticipo privaría de efecto útil a esa doble previsión reglamentaria y haría inexplicable que el legislador hubiera reservado al anticipo el manejo fiduciario del artículo 91 de la Ley 1474 de 2011.


        De lo expuesto se sigue la respuesta, en el plano contractual, al primer interrogante. Cuando en un contrato estatal no se pacta anticipo, los dineros que la entidad entrega al contratista por concepto de honorarios o con ocasión de actas parciales de ejecución o de recibo final o a satisfacción tienen naturaleza de pago: retribuyen prestaciones ejecutadas, extinguen la obligación de remuneración y trasladan al contratista la titularidad del dinero, sin quedar sujetos a destinación específica, amortización o legalización.

El pago puede quedar sujeto a restitución si se declara la nulidad del contrato —caso en el cual el artículo 48 de la Ley 80 de 1993 regula el reconocimiento de las prestaciones ejecutadas y sus límites—, si se configura un pago de lo no debido, o como resultado del ajuste de cuentas propio de la liquidación, que es el escenario natural para establecer si hubo pagos en exceso o defecto[footnoteRef:17]. [17:  Ley 80 de 1993, artículos 48 y 60, este último modificado por el artículo 217 del Decreto Ley 019 de 2012, y artículo 11 de la Ley 1150 de 2007; Código Civil, artículos 2313 y siguientes.] 



iv) El sistema de precios unitarios no está regulado en el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública: proviene de la práctica de los negocios y su adopción es fruto de la autonomía de la entidad para configurar el precio y el sistema de pago más apropiado, dentro de los límites del ordenamiento y como resultado de los estudios previos y del análisis del sector[footnoteRef:18]. [18:  AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-1025 de 2026. Decreto 1082 de 2015, artículos 2.2.1.1.1.6.1 y 2.2.1.1.2.1.1.] 


Su rasgo definitorio es que, ante la imposibilidad de establecer con exactitud los montos totales que resultarán de ejecutar el objeto, la entidad estima previamente las cantidades o unidades de obra y el proponente ofrece un valor unitario por cada una. De allí la distinción entre el valor estimado del contrato y su valor real o ejecutado. Como lo ha precisado la Sección Tercera del Consejo de Estado y lo ha reiterado esta Subdirección, en estos contratos “el valor contractual definitivo corresponde al resultado de multiplicar las cantidades de obra realmente ejecutadas por los precios unitarios establecidos en el contrato”, de modo que el valor inicialmente expresado tiene “un carácter meramente referencial y operativo”[footnoteRef:19]. [19:  AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-915 de 2026, que recoge la jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado.] 


La consecuencia jurídica es directa y resuelve el tercer interrogante del peticionario en su núcleo: el hecho que causa el derecho al pago es la ejecución de la cantidad en las condiciones convenidas, no la erogación en que el contratista haya incurrido para ejecutarla. Verificada la cantidad ejecutada y su conformidad con lo pactado, el precio unitario se aplica sin más, cualquiera que haya sido el costo real asumido por el contratista.

El carácter fijo de los precios unitarios, que la consulta destaca, refuerza esa conclusión. Que el precio sea fijo significa que no está sometido a fórmula de reajuste durante la ejecución, de manera que el contratista asume el álea ordinaria de la variación de sus costos. Esa asignación de riesgo tiene una contrapartida necesaria: si el costo real resulta inferior al previsto, la diferencia le pertenece. Un sistema en el que el contratista soportara los sobrecostos pero debiera justificar los ahorros sería internamente incoherente[footnoteRef:20]. [20:  Ley 80 de 1993, artículos 4, numeral 8, 5, numeral 1, y 27, sobre el mantenimiento de las condiciones económicas y la ecuación contractual.] 



v) En los contratos estructurados por precios unitarios es práctica frecuente que la entidad solicite al proponente separar los costos directos —los directamente implicados en la ejecución del objeto— de los costos indirectos —los que no se vinculan de manera inmediata con la ejecución pero integran el precio, bien por constituir erogaciones administrativas o contingentes, bien por dirigirse a salvaguardar su ganancia—. Los primeros se evidencian en el análisis de precios unitarios —APU—; los segundos suelen abreviarse en el acrónimo AIU —Administración, Imprevistos y Utilidad—[footnoteRef:21]. [21:  AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-1025 de 2026.] 


La función de esos instrumentos es de estructuración y evaluación: sirven para conformar el presupuesto oficial, para que el proponente formule su oferta económica y para que la entidad compare las propuestas. No son un mecanismo de reembolso de costos ni de legalización de erogaciones. Confundir ambos planos supone transformar un contrato de precio cierto en uno de administración delegada o de reembolso de gastos, que responde a una lógica distinta y que las partes no pactaron.

A ello se añade un argumento adicional:cuando el legislador quiso condicionar el pago a una acreditación determinada, lo dijo de manera expresa: el parágrafo 1 del artículo 41 de la Ley 80 de 1993, en la redacción que le dio el artículo 23 de la Ley 1150 de 2007, dispone que la acreditación del pago de los aportes al Sistema de Seguridad Social Integral y parafiscales “deberá acreditarse para la realización de cada pago derivado del contrato estatal”, y añade que el servidor público que sin justa causa no verifique ese pago incurre en causal de mala conducta. La existencia de esa previsión singular confirma que las condiciones de pago que la ley no impone solo son oponibles al contratista si fueron pactadas[footnoteRef:22]. [22:  Ley 80 de 1993, artículo 41, parágrafo 1, modificado por el artículo 23 de la Ley 1150 de 2007; Ley 789 de 2002, artículo 50.] 


Por eso la carga de justificar el destino de los dineros es característica del anticipo y no del pago: allí los recursos permanecen afectados a la ejecución del contrato, de manera que la legalización y la amortización son la contrapartida natural de esa afectación. Cuando no se ha pactado anticipo, esa premisa desaparece y, con ella, el fundamento de la exigencia.


vi) La conclusión anterior no debe llevarse más allá de lo que sostiene. La entidad conserva íntegras sus facultades de dirección y vigilancia. En primer lugar, puede y debe verificar, a través de la supervisión o de la interventoría, que las cantidades facturadas correspondan a las efectivamente ejecutadas y que estas se ajusten a las especificaciones técnicas y de calidad convenidas; esa verificación es, precisamente, el presupuesto del pago[footnoteRef:23]. [23:  Ley 1474 de 2011, artículo 83; Ley 80 de 1993, artículo 4, numerales 1 y 4.] 


En segundo lugar, los supervisores e interventores “están facultados para solicitar informes, aclaraciones y explicaciones sobre el desarrollo de la ejecución contractual”. Se trata de una facultad amplia, pero funcionalmente delimitada: la supervisión y la interventoría son expresiones del ejercicio de una función pública orientada al control del cumplimiento obligacional, de modo que su intervención “se limita a constatar que las obligaciones se cumplan en la forma, tiempo y condiciones convenidas, a identificar riesgos y desviaciones, y a adoptar las medidas de control que resulten procedentes”. La facultad de pedir explicaciones es, entonces, instrumental respecto de esa finalidad y no un título para auditar la contabilidad interna o la utilidad del contratista[footnoteRef:24]. [24:  Ley 1474 de 2011, artículo 84. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-1177 de 2026.] 


En tercer lugar, subsisten las exigencias que la ley impone como requisito del pago con independencia de lo pactado, señaladamente la acreditación de los aportes al Sistema de Seguridad Social Integral y parafiscales, que el supervisor o interventor debe verificar antes de cada desembolso[footnoteRef:25]. [25:  Ley 80 de 1993, artículo 41, parágrafo 1, modificado por el artículo 23 de la Ley 1150 de 2007; Ley 789 de 2002, artículo 50.] 


En cuarto lugar —y esta precisión completa la respuesta—, hay dos supuestos en los que el análisis de costos sí resulta pertinente en un contrato pactado por precios unitarios. El primero es la aparición de ítems o actividades no previstos en el contrato inicial: como no existe precio unitario convenido para ellos, las partes deben acordarlo, y esa fijación supone precisamente el análisis de los costos que lo integran. Ello no equivale a legalizar gastos ya ejecutados de los ítems pactados; opera hacia el futuro y respecto de prestaciones nuevas[footnoteRef:26]. [26:  AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-915 de 2026 y C-1025 de 2026, sobre la distinción entre mayores cantidades de obra e ítems no previstos y sobre la estructuración del precio unitario.] 


El segundo supuesto es la invocación de la ruptura de la ecuación contractual. Si el contratista pretende el restablecimiento del equilibrio económico por causas no imputables a él y ajenas al riesgo que asumió, es él quien debe acreditar la mayor onerosidad sobrevenida, y para ello la información de costos es el soporte natural. La carga es, en este punto, simétrica: quien invoca en su favor el álea extraordinaria debe probarla, del mismo modo que la entidad no puede escrutar los costos cuando nada de ello se discute[footnoteRef:27]. [27:  Ley 80 de 1993, artículos 4, numeral 8, 5, numeral 1, y 27; Ley 1150 de 2007, artículo 4, sobre la distribución de riesgos previsibles.] 


Y en quinto lugar, si el contrato o los documentos del proceso previeron expresamente la obligación de presentar determinados soportes —informes de costos, relaciones de personal, certificaciones de proveedores u otros—, esa obligación es exigible en sus propios términos, porque el contrato válidamente celebrado es ley para las partes. La autonomía de la voluntad permite a la entidad configurar esas cargas en la etapa de planeación; lo que no permite el ordenamiento es imponerlas sobrevinientemente, por vía de la supervisión, como condición de un pago ya causado[footnoteRef:28]. [28:  Código Civil, artículo 1602; Ley 80 de 1993, artículos 25, numeral 12, modificado por el artículo 87 de la Ley 1474 de 2011, y 40, inciso segundo. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-603 del 25 de mayo de 2026 y C-1634 de 2025.] 


Esta última precisión ordena adecuadamente el problema. La pregunta no es si la entidad puede pedir información —puede—, sino si puede condicionar el pago a una acreditación que el contrato no contempló y que el sistema de precio pactado no presupone. La respuesta a esto último es negativa: retener el pago de una prestación ejecutada y recibida, con fundamento en la falta de soportes de gasto no exigidos, desconoce el derecho del contratista a recibir oportunamente la remuneración pactada y el deber de la entidad de mantener las condiciones económicas del contrato[footnoteRef:29]. [29:  Ley 80 de 1993, artículos 4, numeral 8, 5, numeral 1, y 27, inciso primero.] 


8. Síntesis

En suma: el criterio que gobierna la materia es el título de la entrega, no su oportunidad. Si la entidad entrega dinero para financiar la ejecución, con destinación específica y sujeto a amortización, hay anticipo, y los recursos permanecen afectados al contrato mientras no se amorticen. Si la entidad entrega dinero como retribución del precio —de manera adelantada o una vez ejecutadas las prestaciones—, hay pago anticipado o pago, y la titularidad se traslada al contratista, sin perjuicio de las restituciones que puedan proceder. En los contratos por precios unitarios fijos, el pago se causa por la ejecución de las cantidades a los precios convenidos y se acredita con la verificación de esa ejecución y con los soportes que la ley o el contrato exijan; no es procedente exigir la discriminación de los gastos internos por actividad cuando ni se pactó anticipo ni el contrato impuso esa carga, salvo en los supuestos de fijación de precios para ítems no previstos y de reclamación por ruptura de la ecuación contractual.

4. Referencias normativas, jurisprudenciales y otras fuentes 

	· Normativa: Constitución Política, artículos 209 y 267. Código Civil, artículos 1602, 1626, 1627 y 2313. Ley 80 de 1993, artículos 4 —numerales 1, 4 y 8—, 5 —numeral 1—, 25 —numeral 12, modificado por el artículo 87 de la Ley 1474 de 2011—, 27, 28, 40 —inciso segundo y parágrafo—, 41 —parágrafo 1, modificado por el artículo 23 de la Ley 1150 de 2007—, 48 y 60 —modificado por el artículo 217 del Decreto Ley 019 de 2012—. Ley 610 de 2000, artículos 1, 3 y 6. Ley 789 de 2002, artículo 50. Ley 1150 de 2007, artículos 4, 11 y 23. Ley 1437 de 2011, artículo 28, sustituido por el artículo 1 de la Ley 1755 de 2015. Ley 1474 de 2011, artículos 83, 84, 87 y 91. Decreto Ley 4170 de 2011, artículos 3, numeral 5, y 11, numeral 8. Decreto 1082 de 2015, artículos 2.2.1.1.1.6.1; 2.2.1.1.2.1.1; 2.2.1.2.3.1.7 —numerales 1 y 2—; 2.2.1.2.3.1.10; 2.2.1.2.3.1.11 y 2.2.1.2.3.2.1. Resolución 469 de 2025 de la ANCP-CCE.
· Jurisprudencia: CONSEJO DE ESTADO. Sección Tercera. Definición del anticipo y determinación del valor en los contratos pactados por precios unitarios, en los términos recogidos por los conceptos de esta Subdirección que se relacionan a continuación.
· Conceptos de la ANCP-CCE: Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-766 de 2025, C-1229 del 7 de octubre de 2025, C-1634 de 2025, C-603 del 25 de mayo de 2026, C-812 del 5 de junio de 2026, C-915 de 2026, C-1025 de 2026 y C-1177 de 2026.



5. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

Esta Subdirección se ha pronunciado sobre la regulación, la naturaleza y los mecanismos de control del anticipo en los Conceptos C-812 del 5 de junio de 2026 y C-603 del 25 de mayo de 2026; sobre la definición del pago anticipado y su diferencia con el anticipo, en el Concepto C-1634 de 2025; sobre la determinación del valor en los contratos pactados por precios unitarios y la distinción entre mayores cantidades de obra e ítems no previstos, en el Concepto C-915 de 2026; sobre el análisis de precios unitarios y el AIU, en el Concepto C-1025 de 2026; y sobre las facultades y los límites de la supervisión y la interventoría, en el Concepto C-1177 de 2026. Los conceptos emitidos por la Agencia pueden consultarse en el siguiente enlace:

https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos

La sostenibilidad no es una opción, es una obligación. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a realizar el Curso de Contratación Pública Sostenible y Socialmente Responsable, una herramienta clave para fortalecer las capacidades de todos los compradores públicos, proveedores, servidores públicos v para generar mayor valor público. Accede al curso y aprende como implementar criterios sociales y ambientales en las diferentes etapas del proceso de contratación:
https://formacionvirtual.colombiacompra.gov.co/mod/page/view.php?id=3718

De otro lado, te contamos que esta Agencia ha da un paso decisivo en la estandarización y modernización del sector  social con la expedición de las Resoluciones 539, 540, 541, 952 y 953 de 2025, mediante las cuales adoptó Documentos Tipo para las modalidades de selección de licitación pública (versión 2), selección abreviada de menor cuantía, mínima cuantía, consultoría e interventoría, promoviendo procesos más transparentes, eficientes  competitivos y sostenibles en sectores estratégicos como educación, salud, cultura, recreación, deporte, institucional y vivienda. Consulta y descarga los documentos aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/normativa-y-relatoria/documentos-tipo

Si quieres conocer más sobre la aplicación de Documentos Tipo puedes consultar la última versión de la Guía para la comprensión e implementación de los Documentos Tipo de obra pública de infraestructura de transporte. En esta actualización se incorporaron orientaciones prácticas dirigidas a entidades públicas, proveedores, organismos de control y demás interesados, con el propósito de facilitar la adecuada implementación de estos instrumentos en los procesos contractuales. Además se incluyeron lineamientos que orientan la implementación de los criterios ambientales y sociales incluidos en los documentos tipo: Consulta la guía aquí:
https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-para-la-comprension-e-implementacion-de-los-documentos-tipo-de-obra-publica-de-infraestructura-de-transporte-bajo-las-diferentes-modalidades-de-contratacion-vigentes

Aprovechamos la oportunidad de manifestar la entera disposición de la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– para atender las peticiones o solicitudes, así como para brindar el apoyo que se requiera en el marco de nuestras funciones a través de nuestros diferentes canales de atención: 

· Línea nacional gratuita o servicio a la ciudadanía (Mesa de servicio): 01800 0520808
· Línea en Bogotá (Mesa de servicio):+57 601 7456788
· Correo de radicación de correspondencia: ventanilladeradicacion@colombiacompra.gov.co
· Formulario web para PQRSD: https://www.colombiacompra.gov.co/pqrsd/informacion-importante-antes-de-formular-una-pqrsd

Evalúa el servicio que ofrece la Agencia por el canal de atención de PQRSD en el siguiente enlace :https://forms.office.com/r/pPHyWVs2SZ .¡Ayúdanos a mejorar porque el compromiso es de todos!

Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce
         
Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones aquí utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015. 

Atentamente,
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